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 DERECHO DE PETICIÓN EN CONEXIDAD CON EL DEBIDO PROCESO Y A LA IGUALDAD/  INCLUSIÓN EN EL RUV Y RECONOCIMIENTO DE LOS HECHOS VICTIMIZANTES DECLARADOS / SE AGOTARON LOS MEDIOS DE DEFENSA JUDICIAL/ PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL DE LA CORTE CONSTITUCIONAL/LE CORRESPONDE A LA UARIV  DESVIRTUAR LA CALIDAD DE VÍCTIMA Y APLICACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE FAVORABILIDAD Y BUENA FE-/ PRINCIPIO DE PREVALENCIA DEL DERECHO SUSTANCIAL/ FALLOS EXTRA Y ULTRA PETITA EN MATERIA DE TUTELA / CONFIRMA Y ADICIONA

Al confrontar esos presupuestos con la actuación llevada a cabo en el caso concreto, se advierte que por parte de la UARIV dentro del procedimiento administrativo que culminó con la resolución 2016-128984 de julio 15 de 2016, en la que se llevó a cabo el análisis sobre la viabilidad de la inclusión de la señora ADRIANA GUEVARA en el RUV, no se cumplió con la carga probatoria que le asiste a dicha entidad para desvirtuar la calidad de víctima, ni con la aplicación de los principios de favorabilidad y buena fe, de acuerdo con las reglas jurisprudenciales que al efecto ha trazado el órgano de cierre en materia constitucional, toda vez que se limitó al estudio de los documentos allegados por la peticionaria sin hacer el más mínimo esfuerzo por recolectar otros medios de conocimiento tendientes a determinar si los hechos expuestos por ella tienen o no relación de causalidad con el conflicto armado, o si se presentaron dentro de ese contexto. Contrario a lo anterior, la accionante se vio obligada a obtener posteriormente, y por cuenta propia, una sentencia del Juzgado Promiscuo de Anserma (Cdas.) en la cual se hace referencia a unos hechos que no fueron valorados por la UARIV en el acto administrativo que resuelve la solicitud de inclusión en el RUV, por tanto, corresponde a la entidad verificar dichas afirmaciones.

Y no obstante que a la hora de ahora se diga que la entidad ya dio respuesta a la segunda petición en la cual la accionante aportó un nuevo elemento de prueba –la sentencia antes referida-, no puede predicarse un hecho superado, toda vez que en la contestación que emitió la UARIV en abril 18 del año que avanza no se dijo nada sobre la providencia y en especial a lo narrado en ella.
En esas condiciones, se advierte que el proceder de la citada entidad sí afecta los derechos que en su condición de víctima le asiste a la tutelante, ya que no se ajusta a los postulados normativos ni a lo que al respecto ha señalado el máximo Tribunal constitucional, y aunque la entidad asevera que el juez de primer nivel protegió derechos fundamentales que no reclamó la accionante, debe decirse que la facultad de fallar extra y ultra petita en materia de tutela ha sido desarrollada ampliamente por la Corte Constitucional, lo que atiende a la efectividad del estructural principio de prevalencia del derecho sustancial, como situación que permite al juez de tutela establecer qué derechos fueron han sido vulnerados, no obstante que los mismos no hayan sido expresamente identificados por el demandante pero se desprendan de los hechos. 

(…)
Así las cosas, si tal facultad se le da al funcionario judicial para fallar más allá de lo pedido, no se observa irregularidad alguna en que por parte de la a quo se hubiera dispuesto la protección de los derechos fundamentales a la igualdad y el debido proceso de la señora ADRIANA GUEVARA; por tanto, la Sala confirmará la providencia emitida por el a quo; sin embargo, se adicionará en el sentido que la UARIV deberá emitir un nuevo acto administrativo en el que se pronuncie de fondo respecto de la declaración de la accionante en lo atinente a los hechos relacionados en la sentencia del Juzgado Promiscuo de Familia de Anserma (Cdas.), resolución en la cual deberá acoger los criterios técnicos, jurídicos y de contexto establecidos en la Ley 1448/11, sus decretos reglamentarios y en la jurisprudencia constitucional, principalmente los señalados en la sentencia T-342/18, determinación que deberá ser debidamente notificada a la solicitante.
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                                                                  Acta de Aprobación N° 0872
                                                           Hora: 11:25 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora ADRIANA MARÍA GUEVARA TREJOS, contra la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV-.

2.- DEMANDA 

Del escrito arrimado por la señora ADRIANA GUEVARA se puede sintetizar lo siguiente: (i) en mayo 30 de 2015 presentó declaración ante la Defensoría Móvil de Guática, por los hechos victimizantes de vinculación de niños, niñas y adolescentes en actividades relacionadas con grupos armados, que ocurrieron en diciembre 20 de 1996 en el mismo municipio, y por el hecho victimizante del delito contra la libertad y la integridad sexuales en el desarrollo del conflicto armado y desplazamiento forzado; (ii) mediante Resolución No 2016-128984 de julio 15 de 2016, la Dirección Técnica de Registro, estableció no incluir a la accionante en el Registro Único de Víctimas –en adelante RUV-, con el argumento de no encontrar indicios que permitieran establecer y concluir al menos la existencia de los hechos declarados; (iii) en noviembre 03 de 2016 presentó recurso de reposición y en subsidio apelación; (iv) la entidad, en decisión de abril 28 de 2017, confirmó la decisión y argumentó que no existe prueba sumaria sobre los hechos relatados; (v) por lo anterior, la accionante se dio a la tarea de buscar información y obtuvo la sentencia del Juzgado Promiscuo de Familia de Anserma (Cdas.) de fecha junio 23 de 1997, que la condenó en la época que era menor de edad; (vi) en la sentencia quedó demostrado que hizo parte de la columna guerrillera -Cacique Calarcá del E.L.N.- desde el mes de diciembre de 1996, hasta la fecha de la retención, es decir, hasta marzo 16 de 1997, cuando se entregó al personal del Batallón Ayacucho de la ciudad de Manizales, con el fin de solicitar protección; (vii) mediante derecho de petición presentado en abril 12 de 2018 ante la Unidad de Víctimas, solicitó se verificara la información y se valorara como prueba el fallo del Juzgado Promiscuo Municipal de Anserma para demostrar la ocurrencia de los hechos relatados y así lograr su inclusión en el RUV; (viii) en abril 18 del año que avanza, la Dirección de Registro de la UARIV dio respuesta a su petición, pero no resolvieron de fondo, toda vez que no valoraron la prueba que era necesaria para revocar los actos administrativos referenciados; (ix) por lo anterior, la decisión de la UARIV vulneró sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso administrativo y a la reparación integral; y (x) asevera ser víctima de otros hechos, como el  homicidio de su padre JOSÉ RIGOBERTO GUEVARA, por parte de miembros del bloque Cacique Calarcá del E.L.N.
Pide en consecuencia se ordene a la UARIV dar respuesta de fondo al derecho de petición o en su defecto valorar el fallo proferido por el Juzgado Promiscuo de Familia de Anserma, el cual es la prueba sumaria para demostrar la ocurrencia de los hechos relatados y así lograr la inclusión en el RUV.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas – Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información y al Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Unidad de Víctimas, quienes así se pronunciaron:

La Directora de Registro y Gestión de Información y el Jefe de Oficina Asesora Jurídica de la UARIV indicaron: (i) como requisito indispensable para que una persona pueda acceder a las medidas previstas en la Ley 1448 de 2011, es  haber presentado declaración ante el Ministerio Público y estar incluida en el Registro único de Víctimas – RUV.; (ii) la señora ADRIANA GUEVARA no cumple con estas condiciones; (iii) la solicitud de inclusión se contestó por la entidad en abril 18 de 2018 y en mayo 03 de 2018, y fue notificada a la accionante; (iv) la entidad expidió la Resolución No 2016-128984 de julio 15 de 2016, por medio de la cual se decidió no incluir a la accionante en el RUV y no reconoció los hechos victimizantes -vinculación de niños, niñas y adolescentes a actividades relacionadas con grupos armados-, acto administrativo que fue debidamente notificado; (v) la accionante interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación; (vi) mediante Resolución No 2016-0128984 de abril 28 de 2017 no se repuso la decisión; (vi) en abril 3 de 2018 se confirmó esa determinación; (vii) la acción de tutela es una herramienta judicial de carácter subsidiario y residual, lo que implica que no se puede ejercer como una instancia adicional, por tanto, los actos administrativos proferidos por la Unidad para las Víctimas que deciden las solicitudes de atención humanitaria, son susceptibles de ser atacados por medio de los recursos que el procedimiento administrativo ha dispuesto, y el administrado podrá demandar la nulidad del mismo ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo; (viii) la entidad ha sido respetuosa del procedimiento administrativo toda vez que sus actuaciones tienen siempre en cuenta los derechos fundamentales de las víctimas del conflicto armado; y (ix) si bien la víctima acude a través de la acción de tutela en aras de lograr la protección de derechos fundamentales presuntamente vulnerados por la entidad, se ha demostrado que dentro del término de traslado de la acción no incurrió en la vulneración alegada, y en ese orden de ideas es viable declarar en la parte resolutiva de la sentencia la carencia actual de objeto.
Pide igualmente se niegue las pretensiones de la accionante, toda vez que la Unidad para las Victimas ha realizado dentro del marco de su competencia, todas las gestiones necesarias para cumplir los mandatos legales y constitucionales, con lo cual se evitó la vulneración o puesta en riesgo sus derechos fundamentales.
3.2.- Agotado el trámite a seguir en fallo de mayo 10 de 2018 y dentro del término constitucional, el a quo tuteló los derechos a la igualdad y el debido proceso administrativo de la señora ADRIANA GUEVARA, y ordenó a la Dirección Técnica de Gestión de la Información de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas que en el término de un mes siguiente a la notificación de la presente providencia revise la negación de inclusión en el Registro Único de Víctimas.

Para llegar a la anterior determinación señaló que la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV- no analizó la sentencia del Juzgado Promiscuo de Familia de Anserma, en la que se consta que la accionante perteneció cuando era menor de edad al grupo guerrillero el E.L.N, con lo cual se desconoció la sentencia T-478/18 que advierte que cuando exista información nueva se debe revaluar la solicitud de inclusión en el RUV.
4.- IMPUGNACIÓN

La entidad accionada se mostró inconforme con la sentencia adoptada, lo cual fundamenta en lo siguiente; (i) los derechos fundamentales –igualdad y debido proceso- que fueron protegidos en la sentencia de tutela, no guardan una relación con lo pedido por la accionante; (ii) debe recordarse que el proceso de valoración para decidir la eventual inclusión de una persona en el Registro Único de Víctimas se atiene, bajo el principio de la buena fe, a las manifestaciones particulares de la declaración rendida ante el Ministerio Público; (iii) existe una confusa orden emitida por el juez de primera instancia que literalmente señala: “revise la negación de inclusión en el Registro Único de Víctimas, a través de las Resoluciones (…) de la señora Adriana María Guevara Trejos”; (iv) al respecto el verbo rector de la sentencia no deja claridad respecto de si deben dejarse sin efectos jurídicos las Resoluciones ya proferidas en sede administrativa, si se debe revocar los mismos o si debe darse un sentido distinto a la decisión ya tomada por parte de la administración; (v) la tutela no es el mecanismo idóneo para el efecto pretendido, toda vez que su carácter residual y subsidiario impide que el juez constitucional profiera una decisión cuando existe la solicitud de revocatoria directa consagrada en el artículo 93 y siguientes de la Ley 1437/11; (vi) señala que son tres los hechos victimizantes que se declararon que deben ser tratados de manera diferencial –sobre desplazamiento forzado, sobre los delitos contra la libertad e integridad personal y sobre la vinculación de niños, niñas y adolescentes a actividades relacionadas con grupos armados-, pero la accionante no cumple ninguno de ellos; (vii) por lo anterior, la entidad no ha omitido ninguno de sus deberes en procura de brindar la protección reclamada por la accionante; (viii) frente al derecho de petición advirtió que dieron respuesta de manera clara, concreta, de fondo y fue notificada a la accionante; (ix) queda demostrado que la entidad no ha vulnerado ningún derecho fundamental a la accionante; y (x) pide se revoque el fallo de primera instancia y en su lugar se niegue las peticiones de la acción de tutela.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por el 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto tuteló los derechos fundamentales a la igualdad y el debido proceso administrativo de la señora ADRIANA GUEVARA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la entidad recurrente.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En el presente caso, la ciudadana ADRIANA GUEVARA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental de petición, pero el mismo debe entenderse en conexidad con los derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad, los cuales estima vulnerados por la UARIV al no haber dispuesto su inclusión en el RUV por los hechos ocurridos en diciembre 20 de 1996 en el municipio de Guática (Rda.), así mismo por no haber reconocido los hechos victimizantes de vinculación de niños, niñas y adolescentes, delito contra la libertad y la integridad sexuales en desarrollo del conflicto armado, y desplazamiento forzado. 

De conformidad con los artículos 154 de la Ley 1448/11
 y 17 del Decreto 4800/11
, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas es la entidad responsable del RUV, el cual reemplazó al Registro Único para la Población Desplazada -RUPD- 
.

El artículo 3° de la Ley 1448/11 reconoce como víctimas, para los efectos de dicho estatuto legal, a las personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño como consecuencia de graves violaciones a los derechos humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno. De igual modo, se especifica en el parágrafo 3° de dicha disposición, que la definición de víctimas allí establecida no cobija a quienes fueron afectados por actos de delincuencia común.

Del mismo modo, el referido decreto define al RUV como “una herramienta administrativa que soporta el procedimiento de registro de las víctimas”
. Además aclara que tal calidad es una situación fáctica que no se encuentra supeditada al reconocimiento oficial a través de la inscripción en el Registro. Por lo tanto, “el registro no confiere la calidad de víctima, pues cumple únicamente el propósito de servir de herramienta técnica para la identificación de la población que ha sufrido un daño en los términos del artículo 3° de la Ley 1448/11 y de sus necesidades”
.

Esa circunstancia es la que ha llevado a la Alta Corporación Constitucional a señalar que el RUV es: “una herramienta de carácter técnico que no define u otorga la condición de víctima, sino que la reconoce para efectos de identificar a los destinatarios de determinadas medidas encaminadas a la protección específica, prevalente y diferencial de sus derechos
. Por ende, ha sostenido que la condición de víctima del conflicto armado interno genera el derecho a la inclusión en el RUV de forma individual o con su núcleo familiar
, en los términos del artículo 3º de la Ley 1448 de 2011”
.
De la situación fáctica planteada por la señora ADRIANA GUEVARA, se extrae que declaró los hechos victimizantes de vinculación de niños, niñas y adolescentes a actividades relacionadas con grupos armados, y por la muerte de su padre JOSÉ RIGOBERTO GUEVARA por parte del grupo guerrillero el E.L.N.; sin embargo,  la UARIV mediante Resolución 2016-128984 de julio 15 de 2016 decidió no incluirla en el RUV y no reconoció los hechos victimizantes, determinación frente a la cual interpuso los recursos de ley, mismos que fueron resueltos en forma adversa a sus intereses.

La pretensión principal del amparo es que se ordene a la UARIV incluir la accionante en el RUV, en atención a la prueba que obtuvo –sentencia del Juzgado Promiscuo de Familia de Anserma- y que debe ser valorada nuevamente.

El fallador de instancia tuteló el amparo invocado al considerar que la entidad accionada no analizó la sentencia del Juzgado Promiscuo de Familia de Anserma, en la que se consta que la accionante perteneció cuando era menor de edad al grupo guerrillero el E.L.N, con lo cual desconoció la UARIV la sentencia T-478 /18 que advierte que cuando exista información nueva se debe revaluar la solicitud de inclusión en el RUV.

De conformidad con la jurisprudencia constitucional, la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente
. Y si bien la entidad accionada resalta dicho argumento, se tiene que en el presente caso la accionante ya agotó la vía administrativa al interponer los recursos frente al acto administrativo que negó su inclusión en el RUV y el reconocimiento de los hechos victimizantes declarados por ella.
En esas condiciones, la Sala debe tener en consideración un reciente pronunciamiento de la Corte Constitucional -Sentencia T-342/18
- sobre la materia, en el que precisó los presupuestos que debe cumplir la UARIV al momento de realizar el estudio sobre la inclusión en el RUV en los siguientes términos:

“[…] En conclusión, la inclusión en el RUV es un derecho fundamental de las víctimas del conflicto armado. Para ello, la UARIV debe adelantar un procedimiento en que valore la declaración realizada y los elementos de prueba aportados con ésta de conformidad con los criterios técnicos, jurídicos y de contexto a que haya lugar. En el desarrollo de esto, la entidad está obligada a acudir a todos los medios de información y bases de datos que hacen parte de la Red Nacional de Información, como quiera que la carga de la prueba se invierte y, en ese sentido, corresponde al Estado demostrar que la persona no tiene la calidad de víctima para efectos de la Ley 1448 de 2011 […]

Por lo anterior, la UARIV está obligada a respetar ciertos principios que, además orientan todo el procedimiento de inclusión en el RUV. En efecto, la entidad debe evaluar toda la información acudiendo a la favorabilidad, buena fe, trato digno, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial, siempre atendiendo a las particularidades de cada caso en concreto. […]

Además, el resultado de todo el procedimiento administrativo corresponderá a la decisión respecto del registro o no en el RUV y deberá constar en un acto administrativo que se encuentre debidamente fundamentado y en el que se indiquen los criterios  técnicos, jurídicos y contextuales a los que se acudió para valorar la información puesta en su conocimiento […]”
Al confrontar esos presupuestos con la actuación llevada a cabo en el caso concreto, se advierte que por parte de la UARIV dentro del procedimiento administrativo que culminó con la resolución 2016-128984 de julio 15 de 2016, en la que se llevó a cabo el análisis sobre la viabilidad de la inclusión de la señora ADRIANA GUEVARA en el RUV, no se cumplió con la carga probatoria que le asiste a dicha entidad para desvirtuar la calidad de víctima, ni con la aplicación de los principios de favorabilidad y buena fe, de acuerdo con las reglas jurisprudenciales que al efecto ha trazado el órgano de cierre en materia constitucional, toda vez que se limitó al estudio de los documentos allegados por la peticionaria sin hacer el más mínimo esfuerzo por recolectar otros medios de conocimiento tendientes a determinar si los hechos expuestos por ella tienen o no relación de causalidad con el conflicto armado, o si se presentaron dentro de ese contexto. Contrario a lo anterior, la accionante se vio obligada a obtener posteriormente, y por cuenta propia, una sentencia del Juzgado Promiscuo de Anserma (Cdas.) en la cual se hace referencia a unos hechos que no fueron valorados por la UARIV en el acto administrativo que resuelve la solicitud de inclusión en el RUV, por tanto, corresponde a la entidad verificar dichas afirmaciones.

Y no obstante que a la hora de ahora se diga que la entidad ya dio respuesta a la segunda petición en la cual la accionante aportó un nuevo elemento de prueba –la sentencia antes referida-, no puede predicarse un hecho superado, toda vez que en la contestación que emitió la UARIV en abril 18 del año que avanza no se dijo nada sobre la providencia y en especial a lo narrado en ella.
En esas condiciones, se advierte que el proceder de la citada entidad sí afecta los derechos que en su condición de víctima le asiste a la tutelante, ya que no se ajusta a los postulados normativos ni a lo que al respecto ha señalado el máximo Tribunal constitucional, y aunque la entidad asevera que el juez de primer nivel protegió derechos fundamentales que no reclamó la accionante, debe decirse que la facultad de fallar extra y ultra petita en materia de tutela ha sido desarrollada ampliamente por la Corte Constitucional, lo que atiende a la efectividad del estructural principio de prevalencia del derecho sustancial, como situación que permite al juez de tutela establecer qué derechos fueron han sido vulnerados, no obstante que los mismos no hayan sido expresamente identificados por el demandante pero se desprendan de los hechos. En Sentencia T-553/08 así se pronunció la Corte Constitucional: 

“[…] sí es posible que el juez ordene la protección judicial de uno o más derechos constitucionales fundamentales que aparezcan vulnerados, así el interesado no lo hubiese solicitado expresamente en la demanda de tutela. Dada la naturaleza de la presente acción, la labor del Juez es impulsar el proceso tutelar y averiguar no solo todos los hechos determinantes, sino los derechos cuya afectación resulte demostrada en cada caso; en otras palabras, en materia de tutela no solo resulta procedente sino justo y reclamado por la preeminencia del derecho sustancial, que las acciones sean falladas extra o ultra petita.
 
Argumentar lo contrario conllevaría que la administración de justicia incumpla su deber de impartirla oportuna y acertadamente, denegación  que se materializa si el Juez advierte un quebrantamiento o amenaza de violación contra un derecho fundamental, como es la seguridad social en conexidad con la salud y la vida, y no pudiere ordenar su protección si el peticionario no lo adujo expresamente en la demanda, estando de más recordar que al Juez se le ha encomendado, entre otras, la inexorable labor de hacer prevalecer el derecho sustancial sobre el formal, y procurar la defensa y eficacia de los derechos constitucionales.”
Así las cosas, si tal facultad se le da al funcionario judicial para fallar más allá de lo pedido, no se observa irregularidad alguna en que por parte de la a quo se hubiera dispuesto la protección de los derechos fundamentales a la igualdad y el debido proceso de la señora ADRIANA GUEVARA; por tanto, la Sala confirmará la providencia emitida por el a quo; sin embargo, se adicionará en el sentido que la UARIV deberá emitir un nuevo acto administrativo en el que se pronuncie de fondo respecto de la declaración de la accionante en lo atinente a los hechos relacionados en la sentencia del Juzgado Promiscuo de Familia de Anserma (Cdas.), resolución en la cual deberá acoger los criterios técnicos, jurídicos y de contexto establecidos en la Ley 1448/11, sus decretos reglamentarios y en la jurisprudencia constitucional, principalmente los señalados en la sentencia T-342/18, determinación que deberá ser debidamente notificada a la solicitante.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida dentro del presente trámite constitucional, por parte del Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.).

SEGUNDO: SE ADICIONA que la UARIV emita un nuevo acto administrativo en el que se pronuncie de fondo respecto de la declaración de la accionante en lo atinente a los hechos relacionados en la sentencia del Juzgado Promiscuo de Familia de Anserma (Cdas.), resolución en la cual deberá acoger los criterios técnicos, jurídicos y de contexto establecidos en la Ley 1448/11, sus decretos reglamentarios y en la jurisprudencia constitucional, principalmente los señalados en la sentencia T-342/18, determinación que deberá ser debidamente notificada a la solicitante.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ley 1448 de 2011. “Artículo 154. Registro Único de Víctimas. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, será la responsable del funcionamiento del Registro Único de Víctimas. Este Registro se soportará en el Registro Único de Población Desplazada que actualmente maneja la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional para la atención a la población en situación de desplazamiento, y que será trasladado a la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas dentro de un (1) año contado a partir de la promulgación de la presente Ley”.


� Decreto 4800 de 2011. “Artículo 17. Entidad responsable del manejo del Registro Único de Víctimas. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas será la encargada de la administración, operación y funcionamiento del Registro Único de Víctimas.”


� En este sentido, la Corte Constitucional ha indicado que las reglas jurisprudenciales aplicables al Registro Único de Población Desplazada (RUPD) son trasladables a la inscripción en el Registro Único de Víctimas (RUV) (sentencia T-067 de 2013. M.P. Alexei Julio Estrada).


� Artículo 16 del Decreto 4800 de 2011.


� Artículo 16 del Decreto 4800 de 2011.


�  Sentencia T-004 de 2014. (M.P. Mauricio González Cuervo). En esta decisión, la Corte señaló que la inscripción en el Registro Único de Víctimas “es un requisito meramente declarativo y no constitutivo de la condición de víctima, en donde, a través de un trámite de carácter administrativo, se declara la condición de desplazado, a efectos de que las víctimas de este delito puedan acceder a los beneficios legales y a los diferentes mecanismos de protección de derechos, con carácter específico, prevalente y diferencial, para dicha población.” Igualmente, véase, entre otros: Sentencia T-290 de 2016 (M.P. Alberto Rojas Ríos); auto 119 de 2013. (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva). 


�  Ver, entre otros: Sentencia T-290 de 2016 (M.P. Alberto Rojas Ríos); auto 119 de 2013. (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva).


� Sentencia T-163 de 2017.


� Sentencia T-629/08.


� En dicho pronunciamiento se revocó una decisión adoptada en segundo grado por esta  Corporación en julio 28 de 2018 radicado 660013109002201700059-01, en un asunto similar al que ahora se discute, en el cual se había negado el amparo invocado, y en su lugar dispuso la protección de los derechos a la inclusión en el Registro Único de Víctimas y al debido proceso administrativo, se dejó sin efectos todo el procedimiento administrativo adelantado por la UARIV para decidir acerca de la inclusión en el Registro Único de Víctimas del tutelante, así como los actos administrativos expedidos, y se ordenó a la UARIV que en el término de 15 días hábiles posteriores a la notificación de esa sentencia, se pronunciara nuevamente y de fondo respecto de la declaración del accionante, acogiendo los criterios técnicos, jurídicos y de contexto establecidos en la Ley 1448 de 2011, sus decretos reglamentarios y la jurisprudencia constitucional, así como todos los fundamentos jurídicos de esa última decisión, el cual debía ser notificado al peticionario en el término establecido legalmente.
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